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SEÑORES  

JUZGADO CUARENTA Y SEIS (46) CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ, D.C. 

cmpl46bt@cendoj.ramajudicial.gov.co, notificacionesjudiciales@bancopopular.com.co – 

japachon@calderon-lopez.com.co  

E.                                               S.                                                  D. 

 

REF.: PROCESO DE ENRIQUECIMIENTO CAMBIARIO DEL BANCO POPULAR S.A. 

CONTRA MARCO GERARDO LEÓN CADENA. 

RAD. No.: 1100140030 4620190080900 

ASUNTO: CONTESTACIÓN DEMANDA – EXCEPCIONES DE FONDO  

 

ALEXANDER DUQUE ACEVEDO, mayor de edad. domiciliado en esta ciudad, con 

Dirección Electrónica alexanderduqueacevedo@gmail.com, abogado con T. P. No. 

145.232 expedida por el C. S. de la J. e identificado con C. C. No. 79.562.506 expedida 

en Bogotá, en ejercicio del poder conferido por RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA, 

igualmente mayor de edad, domiciliado en esta ciudad, con Dirección Electrónica 

ramongerardoleoncadena@gmail.com e identificado con C. C. No. 79.944.175 

expedida en Bogotá; por estar en la oportunidad procesal MANIFIESTO hacer uso de 

los derechos propios del Traslado de la demanda, Oponiéndome a las 

PRETENSIONES, Proponiendo EXCEPCIONES de fondo y Contestando a la HECHOS 

así: 

 

CONTESTACIÓN A LOS HECHOS 

 

AL HECHO 3.1.: LO ADMITO PARCIALMENTE. Efectivamente el Banco Popular 

otorgó dicho Crédito pero deben hacerse las siguientes precisiones: A-) Fue otorgado a 

RAMÓN GERADO LEÓN CADENA (NO A MARCO GERARDO), fruto de relación 

contractual de Cuenta Corriente que de tiempo atrás sostenían las partes, muy unidas 

a la relación con la Señora VICTORIA CADENA DE MOLINA, circunstancia esta de 

mucha incidencia dada la condición de madre que esta última tiene con mi poderdante 

y el manejo integral que dicho Banco le daba al Contrato de Cuenta Corriente y/o de 

Ahorros que existía y existe entre éste y los ya mencionados, al establecer 

responsabilidades y garantías conjuntas para los créditos concedidos. B-) Así, en 

relación con el crédito que se indica en este hecho, debe precisarse que fue numerado 

con el 040-1321893-1 y NO el que se indica como 040-1321893-4, pues dicho crédito 

tuvo y/o tenía el mismo número del pagaré suscrito por $ 100.000.000 que se menciona 

y que se adjunta a la demanda. C-) Para dicho crédito se estableció como garantía real, 

el gravamen HIPOTECARIO que la Señora CADENA DE MOLINA había constituido 

sobre inmueble de su propiedad, esto es, el denominado “El Jaguito” ubicado en zona 

rural del Municipio de Fusagasugá, con Matrícula Inmobiliaria No. 157-3413 de la ORIP 
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de dicho Municipio, mediante Escritura Pública No. 3239 del 7 de agosto de 2007 de la 

Notaría 31 de esta Ciudad, de conformidad con lo expresado por formalmente por la 

precitada Señora.        

 

AL HECHO 3.2.: LO ADMITO PARCIALMENTE. El crédito quedó garantizado mediante 

el Pagaré No. 040 – 1321893 – 1, fechado del 15 de agosto de 2007 por valor de $ 

100.000.000, mismo cuya copia –  NO EL ORIGINAL -  se adjunta a la demanda en 

traslado y que la entidad Bancaria demandante ha ocultado en actuaciones posteriores 

a su fecha, en razón de la circunstancias específica de su ABIERTA MALA FE, porque 

dicho Título Valor fue “Cancelado” por acuerdo de las partes y que debía sustituirse por 

dos (2) pagarés, el UNO efectivamente suscrito por valor de $ 33.000.000 con el No. 

040-13-22244-2 fechado del 26 de noviembre de 2008, y el otro, que quedó pendiente 

de suscribir por valor de $ 66.666.668, siendo este el valor establecido por dicha 

entidad, sumando $ 99.666.668, de conformidad con unilaterales cuentas del Banco 

que fueron aceptadas por el deudor como consecuencia del sólido ejercicio de la 

POSICIÓN DOMINANTE del acreedor. En consecuencia, ese Banco quedó con los dos 

(2) pagarés ya indicados, el de $ 100.000.000 y el de $ 33.000.000, dejando a un lado 

lo ya expuesto.       

 

AL HECHO 3.3.: LO ADMITO PARCIALMENTE. Es cierto lo del abono trimestral 

realizada por RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA (NO MARCO GERARDO), pero la 

expresión del concepto de pago es unilateral de la entidad, no es fruto de consenso. De 

todas formas, me atengo al valor de la prueba documental válida que aporte la entidad 

demandante, resaltando cómo no coinciden los valores que se indican en la demanda 

con los expresados en uno de los documentos que obra como anexo de ésta y lo 

relacionado por el perito contratado por el Banco en su “dictamen”. En este aspecto 

obsérvese y evalúese: A-) Lo indicado en el HECHO 3.9. de la demanda, en donde se 

expresa el valor de $ 66.666.668 como valor “Capital Deuda” a 26 de diciembre de 

2016 – más de 8 años de haberse obtenido el crédito -, en relación con lo advertido en 

la contestación al punto anterior. B-) Lo indicado en la certificación del Banco Popular 

que se adjunta a la demanda, en la cual se precisa el valor en $ 66.934.353 a agosto 

de 2019 – más de 9 años después de haberse obtenido el crédito -. Y, C-) La 

conjugación de las anteriores con el contendido del documento adjunto a la demanda 

denominado “Pantallazo de movimiento del Crédito” en el que se totalizan valores 

diferentes, y el contenido de la liquidación elaborada por el perito contable, en la que se 

expresan otros valores. El resultado de dicha observación no puede ser otro que la 

identificación de INCONSISTENCIAS, IMPRECISIONES, AUSENCIA DE 

CONTABILIDAD SERIA, DOBLE CONTABILIDAD, DUDAS, VACÍOS, 

DESCONOCIMIENTO y ALTERACIÓN DE LA VERDAD, acto este que es la 

consecuencia directa del obrar de MALA FE, el ocultamiento de la verdad, el ejercicio 



abusivo de la posición dominante, la actuación fraudulenta, el ocultamiento de la 

verdad y demás calificativos propios del recorrido de una persona que alejándose del 

sendero derecho actúa en forma irregular, tanto en desarrollo de la relación sustancial 

como en la relación procesal, aspecto que debería ser bien distante del actuar de una 

entidad bancaria o financiera como la que aquí obra como accionante (BANCO 

POPULAR de Colombia).         

 

AL HECHO 3.4.: LO ADMITO PARCIALMENTE. Es cierto lo del abono trimestral, pero 

la expresión del concepto de pago es unilateral de la entidad, no es fruto de consenso. 

Deberá tenerse en cuenta lo expresado sobre el HECHO anterior. 

 

AL HECHO 3.5.: LO ADMITO PARCIALMENTE. Es cierto lo del abono trimestral, pero 

la expresión del concepto de pago es unilateral de la entidad, no es fruto de consenso. 

Se reitera lo expresado sobre el HECHO 3.3. 

 

AL HECHO 3.6.: LO ADMITO PARCIALMENTE. Es cierto lo del abono trimestral, pero 

la expresión del concepto de pago es unilateral de la entidad, no es fruto de consenso. 

Se reitera lo expresado sobre el HECHO 3.3. 

  

AL HECHO 3.7.: LO ADMITO PARCIALMENTE. Es cierto lo del abono trimestral, pero 

la expresión del concepto de pago es unilateral de la entidad, no es fruto de consenso. 

Se reitera lo expresado sobre el HECHO 3.3. 

 

AL HECHO 3.8.: LO NIEGO EN FORMA ABSOLUTA. Quien pagó fue RAMÓN 

GERARDO LEÓN CADENA (NÓ MARCO GERARDO), dicho pago por valor de $ 

55.964.221 del 31 de agosto de 2015 correspondió al pago TOTAL de la obligación 

contenida en el Pagaré No. 040-1321893-1 por valor de $ 100.000.000 que tal como se 

expresó al contestar el HECHO 3.2 quedó “CANCELADO” al Sustituirse – Novarse  el 

26 de diciembre de 2008 por el Numerado con el 040-13-22244-2 por $ 33.000.000 y el 

que finalmente no se suscribió por valor de $ 66.666.668. Fruto de dicho pago realizado 

mediante la consignación cuya copia se anexó con la demanda, aquellas obligaciones 

quedaron extinguidas por haberse pagado la TOTALIDAD del crédito de RAMÓN 

GERARDO LEÓN CADENA la cual estaba garantizado por VICTORIA CADENA DE 

MOLINA con la Hipoteca que se precisó en HECHO anterior. Con ese pago que incluyó 

CAPITAL e INTERESES el Señor RAMÓN GERARDO quedó a PAZ Y SALVO por todo 

concepto con el BANCO ACREEDOR aquí Demandante, tal como lo enseñan los 

siguientes actos jurídicos formales: A-) El documento expedido por el Banco Popular, 

Oficina principal 040, denominado PAZ Y SALVO fechado del 31 de agosto de 2015, 

suscrito por la Gerencia en el Segundo (2º) piso de dicha entidad ubicada en la Calle 

17 No. 7-43 de esta ciudad, en el cual se certifica que mi poderdante en esa fecha “se 



encuentra a PAZ Y SALVO con la obligación No. 040-13211893-1. B-) El conjunto de 

pruebas aportadas en desarrollo del proceso Declarativo de trámite Verbal de RAMÓN 

GERARDO LEÓN CADENA Y VICTORIA CADENA DE MOLINA contra el BANCO 

POPULAR S.A. que fue de conocimiento del Juzgado ONCE (11) Civil del Circuito de 

Bogotá, D.C., que tuvo como Radicado el No. 1100131030 1120170024700, cuyo 

objeto fue el LEVANTAMIENTO del Gravamen Hipotecario y consecuencial 

CANCELACIÓN de la HIPOTECA que se indicó en la contestación del HECHO 3.1. de 

la demanda (Literal C), con las cuales se demostró que el Crédito que nos ocupa fue 

pagado, que los demandantes NO tenían deuda pendiente con el Banco Popular y que 

se encontraban a PAZ Y SALVO. C-) La Sentencia proferida dentro de la actuación 

referida en el literal anterior, proferida por el Juzgado 11 Civil del Circuito de Bogotá, 

D.C., fechada del 26 de febrero de 2018, confirmada por el Tribunal Superior de 

Bogotá, D.C. mediante Sentencia del 19 de abril de 2018 y que no fue objeto de 

revocatoria por Amparo de Derecho Fundamentales dentro de Acción de Tutela que fue 

de conocimiento de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia y de la 

Correspondiente Sala en Segunda Instancia. D-) El trámite y la Providencia dictada por 

el Juzgado 35 Civil Municipal de Bogotá, D.C., dentro del Proceso Ejecutivo Singular 

del BANCO POPULAR S.A. contra RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA y VICTORIA 

CADENA DE MOLINA, con Rad. No. 1100140030 3520130163500, dentro del cual se 

cobró el Pagaré No. 040-1322244-2 fechado del 26 de noviembre de 2008 por valor de 

$ 33.000.000, relacionado en la contestación al HECHO 3.2. del presente escrito, 

Actuación procesal que terminó por PAGO TOTAL DE LA OBLIGACIÓN de 

conformidad con providencia fechada del 5 de marzo de 2015.     

 

AL HECHO 3.9.: LO NIEGO. La deuda se pagó en su totalidad, el crédito quedó 

extinguido con el llamado en este hecho “último pago”, circunstancia esta que se 

demuestra con lo expresado en desarrollo del presente acto de contestación y, en 

especial, con las precisiones del numeral anterior. El Paz y Salvo resulta suficiente para 

refutar lo indicado en este hecho de la demanda, pero, además el conjunto de 

documentos que se conjugan para predicar el hecho cierto de la extinción. Además, 

deberá tenerse en cuenta que En este hecho se utiliza la expresión “fue castigado el 26 

de diciembre de 2016”, las cual debe interpretarse que se trata de un valor crediticio 

pagado por el Estado y por la Empresa Aseguradora del Crédito. Además, se tiene 

conocimiento que ese Crédito “YA PAGADO O EXTINGUIDO”, fue CEDIDO a un 

tercero, persona jurídica que al parecer corresponde a “CONTACTO SOLUTIONS 

S.A.S.” y quien es en su condición de CESIONARIA la verdadera ACREEDORA de la 

supuesta deuda, resultando increíble que en BANCO POPULAR obre en forma tan 

insólita.           

 



AL HECHO 3.10.: LO NIEGO. En razón del pago, no es válido hablar de Acción 

Cambiaria a favor de la parte Acreedora – Demandante, pues dicho derecho solo surge 

cuando “el acreedor deja caducar o prescribir el instrumento” y el deudor se ha 

“enriquecido sin causa a consecuencia de la caducidad o prescripción”, tal como lo 

determina el Legislador en el artículo 882 del Código de Comercio, NUNCA POR EL 

PAGO como ocurre en el presente asunto, NUNCA para obligaciones que contenidas 

en títulos valores se han extinguido por PAGO. Ahora, la revisión obvia que debe 

hacerse de las decisiones de los Juzgados 35 Civil Municipal y 11 Civil del Circuito de 

Bogotá, que se indicaron en la contestación al HECHO 3.8. en el presente acto 

procesal, permiten inferir que dichas decisiones no tuvieron en cuenta extinción por 

PRESCRIPCIÓN como lo insinúa la demanda, sino la EXTINCIÓN por PAGO TOTAL 

de las obligaciones que en dichas actuaciones procesales fueron objeto de controversia 

entre las mismas partes, con el mismo objeto y la misma causa, permitiendo establecer 

la COSA JUZGADA y, como si fuera poco, establecer el término para hacer ejercicio de 

la Acción que nos ocupa – Enriquecimiento Cambiario – a partir de la ejecutoria de las 

providencias que decidieron dichos procesos, esto es: A-) El 19 de abril de 2018 por 

ser la fecha de confirmación de la Sentencia por parte del Tribunal Superior de Bogotá, 

D.C., en relación con la extinción de todas las obligaciones de RAMÓN GERARDO y 

VICTORIA con el BANCO POPULAR, y B-) el 26 de noviembre de 2008 por ser la 

fecha de la providencia emitida por el Juzgado 35 Civil Municipal de Bogotá. D.C., con 

la cual decidió tener como extinguida por pago la obligación por el pagaré de $ 

33.000.000; circunstancias que nos determina a advertir la PRESCRIPCIÓN de la 

Acción en ejercicio mediante el presente trámite, pues, la demanda tan solo se 

presentó el dos (2) de septiembre de 2019, fecha en la cual ya había sido superado el 

año establecido por el Legislador en el inciso 3 del artículo 882 del Código de Comercio 

para predicar la extinción de ésta.    

 

 

LA REALIDAD DE LOS HECHOS 

 

 

De conformidad con lo expresado en la presente contestación, importa ubicarnos en 

contexto respecto de la causa del giro del Pagaré o Pagarés que en su momento 

obligaron a RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA y a su Señora Madre en su condición 

de garante. Para ello debo expresar que, no es difícil entender que la relación entre el 

Banco accionante y la persona demandada es una relación de orden Bancario – 

financiero, mediante el cual celebraron contratos de naturaleza jurídica Comercial 

regidos por las normas especiales del Derecho Bancario, consistentes en Contrato de  

Cuenta corriente y Contrato de “Préstamo” o Crédito o Mutuo con Interés, generadores 

de obligaciones que los deudores respaldan con Títulos Valores (Pagarés) y garantizan 



con Hipoteca, premisa esta que es determinante para evaluar las observaciones que 

aquí se formulan. En consecuencia obliga aceptar que esos pagarés son creados, 

aceptados y firmados por el obligado en condición de “CLIENTE” del Banco y como tal, 

como una persona que es “beneficiaria de Servicios Bancarios” dentro de los cuales 

se resaltan los inherentes a las tarjetas de crédito, sobregiros, créditos o préstamos, 

tarjeta débitos y similares o afines, siendo estos los generadores de obligaciones a 

cargo del “CLIENTE” y a favor del Banco, en este caso respaldados con garantía real 

que se concretó en HIPOTECA, en cuyo desarrollo es evidente y/o notorio que el 

Banco ejerce posición dominante porque es quien tiene la capacidad para prestar el 

“servicio” y quien maneja a “su antojo” las operaciones, creando contratos leoninos, 

obligaciones “en letra menuda” y estipulaciones que solo favorecen a la entidad, que 

nunca derivan en aspecto que la desfavorezca y que siempre constituyen cargas contra 

“el cliente”. Sobra decir que ese cliente es persona que acepta dichas reglas 

exorbitantes, excesivas y abusivas, por ser en nuestro País el único medio eficaz para 

posicionarse con “vida crediticia” y tener reconocimiento comercial en términos de 

moralidad y ética mercantil y/o personal. En desarrollo de dichas operaciones 

contractuales todos “los clientes” se someten en forma por demás sumisa y arrodillada 

a firmar, girar u obligarse mediante títulos valores que se crean en Blanco respaldados 

con escrito de Instrucciones igualmente Leonino y abusivo que no precisan los 

alcances ciertos y definidos de la relación contractual o del contrato Bancario, aspecto 

este que permite el abuso de todas estas entidades Bancarias y que constituyen el 

medio idóneo para que se incurra en irregularidades o atropellos como el cobro de 

conceptos no pactados, conceptos extralimitados, valores no considerados, intereses 

desbordados, desconocimiento de pagos, omisión de abonos, consideración de moras, 

establecimiento de sanciones  y, en general, ilegalidades e ilicitudes, pues la entidad 

Bancaria resulta siendo quien en forma unilateral e inconsulta maneja las cuentas, los 

movimientos, los abonos, los pagos, los intereses, los ajustes, las moras, los tiempos, 

los plazos, las sanciones, multas y demás conceptos que el Banco sin rasero ni medida 

incluye en dicha relación.  

 

Lo anterior es lo sufrido por todos los colombianos y en verdad constituye HECHO 

NOTORIO que, acompañado de las Afirmaciones y Negaciones indefinidas en 

este acto consignadas, nos exime de pruebas ulteriores, de conformidad con lo 

establecido en nuestro Ordenamiento Procesal Civil (Código General del Proceso). En 

ese orden de ideas y a partir de los presupuestos fácticos y jurídicos consignados en 

desarrollo de los capítulos anteriores, obliga decir que los títulos valores involucrados 

fueron creados por la entidad Bancaria, se redactaron utilizando el formato del Banco y 

el membrete del mismo, siendo aceptados por mi poderdante y su Señora madre, en 

condición de obligados al pago del concepto expresado en estos, pero, con la 

consideración de que se suscribieron de conformidad con lo expresado en la 



Contestación de los HECHOS, y han conducido a la presencia de los siguientes 

sucesos que aún HOY no terminan: A-) Surgieron en un momento de grave crisis  

económica de los deudores, personas que en ese momento fueron apremiados y 

obligados a transferir a favor del BANCO demandante los inmuebles de propiedad de 

VICTORIA CADENA DE MOLINA ubicados en área rural del Municipio de Fusagasugá 

(Cundinamarca) en condición de DACIÓN EN PAGO, para PAGAR deudas con dicha 

entidad, el UNO denominado “LA PLANADA” con área de 27 Ha. 937 Mts2 y matrícula 

inmobiliaria 157-3412 de la ORIP de FUSAGASUGÁ  y el OTRO “EL JAGUITO” con 

área de 17 Ha 7858 mts2 y matrícula inmobiliaria No. 157-3413 de la misma ORIP, el 

primero en su totalidad y el segundo en el 29.26%, de conformidad con negociación 

que determinó la extinción de las obligaciones a cargo de los deudores, pero, con base 

en precio impuesto por el Banco Popular con base en avalúo inferior al 40% del valor 

real de dichas propiedades, circunstancia que hizo más gravosa la situación económica 

de los deudores, y con la cual, sí es jurídico decir que el BANCO POPULAR se 

ENRIQUECIÓ con detrimento grave del patrimonio de mi poderdante y de su 

Señora Madre, con el agravante de quedar obligados a HIPOTECAR en precitado 

inmueble “EL JAGUITO” en el 70.64% para garantizar el nuevo crédito a favor de mi 

poderdante. B-) Dicho crédito por valor de $ 100.000.000 se respaldó con el pagaré No. 

040-13211893-1 del 15 de agosto de 2017 y se garantizó con HIPOTECA de 

conformidad con lo ya expresado, título valor que se decidió dejar sin valor o 

“CANCELADO”, o sin validez, para cambiarlo por el 040-1344422-2 por valor de $ 

33.000.000 el 26 de noviembre de 2008 y otro por valor de $ 66.666.668 que no se 

suscribió. C-) Tal como ya se ha indicado, RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA y su 

garante, realizaron sucesivos pagos a dicho crédito, pero el Banco decidió demandar 

por la vía del Proceso Ejecutivo con base en el Pagaré por valor de $ 33.000.000, 

trámite judicial contra mi poderdante y Victoria Cadena que fue de conocimiento del 

Juzgado 35 Civil Municipal de Bogotá, D.C. con Radicado No. 1100140030 

3520130163500 y terminó por pago, fruto de cruce de cuentas unilaterales del BANCO 

demandante reconocido mediante auto del 5 de marzo de 2015. D-) En relación con el 

punto anterior, es decir, el Proceso Ejecutivo Mixto del Banco Popular contra RAMÓN Y 

VICTORIA, es muy importante indicar que entre otros temas bastante desagradables y 

abominables que se presentaron por el actuar doloso, vergonzoso y de MALA FE de la 

entidad Bancaria Demandante, se resalta que el Juzgado 35 Civil Municipal de Bogotá 

liquidó y aprobó el Crédito mediante providencia que hizo ejecutoria, en el valor de $ 

79.294.603, pero el Banco desconociendo en forma abierta y descarada dicha decisión 

judicial, siguió exigiendo con apremio e hizo la liquidación para los efectos bancarios en 

la suma de $ 119.446.176, valor que representó $ 40.151.573 más, circunstancia que 

hace evidente la realidad del enriquecimiento del Banco a costas de la Buena Fe y de 

la pasividad que los deudores tenemos en Colombia cuando esa clase de entidad nos 

exigen pagos y obran con temeridad y sin considerar los límites establecidos en la Ley, 



cayendo obviamente en lo ILÍCITO. E-) En razón de las mismas circunstancias de 

apremio económico y las exigencias ilegales del Banco por el valor restando de los $ 

100.000.000 del pagaré original, la Señora VICTORIA CADENA DE MOLINA resultó 

firmando poder a favor del Banco Popular para Vender el 79.26% que tenía en 

propiedad en el inmueble “EL JAGUITO”, poder este que fue preciso REVOCAR 

porque el Banco decidió colocarle en un posible negocio un precio inferior al 30% del 

real, circunstancia esta que ratifica la evidente actitud del Banco marcada por la MALA 

FE. F-) Corriendo parejas, mi poderdante concurrió al Banco a pagar el SALDO del 

crédito el día 31 de agosto de 2015 estableciéndose este por el Departamento 

correspondiente del Banco, después de cruces de cuentas con todas las operaciones 

realizadas hasta la fecha por mi poderdante y su Señora madre, en la suma de $ 

55.964.221, valor que decidió pagar mediante consignación en efectivo ese mismo día, 

tal como lo enseña el comprobante anexo a la demanda, quedando PAGADA o 

EXTINGUIDA en su integridad aquella obligación, tal como lo muestra el PAZ Y SALVO 

expedido por el BANCO POPULAR, Oficina Principal 040 con fecha del 31 de agosto 

de 2015. F-) Pero, a pesar de estar extinguida la obligación o las obligaciones de los 

mencionados deudores con el BANCO POPULAR, la HIPOTECA garante de estos NO 

fue cancelada y ello obligó a dar inicio al proceso Declarativo de trámite Verbal de 

RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA Y VICTORIA CADENA DE MOLINA contra el 

BANCO POPULAR S.A. que fue de conocimiento del Juzgado ONCE (11) Civil del 

Circuito de Bogotá, D.C., que tuvo como Radicado el No. 1100131030 1120170024700, 

cuyo objeto fue el LEVANTAMIENTO del Gravamen Hipotecario y consecuencial 

CANCELACIÓN de la HIPOTECA que se indicó en la contestación del HECHO 3.1. de 

la demanda (Literal C), en cuyo desarrollo se demostró que el Crédito que nos ocupa 

fue pagado, que los demandantes NO tenían deuda pendiente con el Banco Popular y 

que se encontraban a PAZ Y SALVO, tal como se reconoció en la Sentencia proferida 

el 26 de febrero de 2018, confirmada por el Tribunal Superior de Bogotá, D.C. mediante 

Sentencia del 19 de abril de 2018 y que, léase bien, no fue objeto de revocatoria por 

Amparo de Derecho Fundamentales dentro de Acción de Tutela del BANCO POPULAR 

que fue de conocimiento de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia y de la 

Correspondiente Sala en Segunda Instancia. G-) No obstante, desde el momento en 

que se realizó la DACIÓN EN PAGO referida en puntos anteriores, el Banco Popular 

ejerce la ADMINISTRACIÓN de la totalidad del inmueble “EL JAGUITO” del cual 

ostenta la propiedad del 29.26%, facultad que ha ejercido con descuido extremo y 

cuyos actos más importantes en dicho inmueble han sido aquellos ejercidos para 

impedir que la Copropietaria que ostenta el 70.64% ingrese al mismo, pero permitiendo 

en forma extraña y dolosa, que terceros exploten el inmueble en clara 

PERTURBACIÓN A LA POSESIÓN cuya Acción Policiva ejercida por VICTORIA 

CADENA es de conocimiento de la Inspección NORTE de Fusagasugá, situación ésta 

que tiene incidencia determinante en la crítica situación económica de la mencionada 



Señora. H-) Como consecuencia de lo anterior VICTORIA CADENA DE MOLINA 

tramitó proceso DIVISORIO en contra del BANCO demandante, proceso que fue 

fallado en Primera Instancia por el Juzgado 1º Civil del Circuito de Fusagasugá a favor 

de la demandante (Rad. No.: 2529031030 0120170016600), mediante sentencia que 

fue confirmada por la Sala Civil del Tribunal Superior de Cundinamarca, y cuyo recurso 

de CASACIÓN no prosperó ante la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA.              

 

La anterior narración que en principio pareciera salirse del marco fáctico propuesto por 

la demanda, tiene como objeto la verdadera ubicación en contexto para que el Juez de 

Conocimiento tenga claridad sobre las Pretensiones de la entidad demandante, los 

hechos reales que se establecen como causa y consecuencia de dichas pretensiones, 

lo que se oculta, lo que se omite y lo que se altera, circunstancia esta que permite 

identificar la REALIDAD y evaluar las EXCEPCIONES que se formulan en su clara 

dimensión, facilitando que se adopte una sentencia en derecho con el conocimiento 

claro de lo ocurrido y su razón de ser. Además, de alguna manera permite que la 

sociedad colombiana conozca algo de lo que en realidad es la actividad bancaria en 

nuestro País y pueda tenerlo como enseñanza que defina criterios sobre lo que es el 

mundo financiero y la calidad de quienes ejercen su representación dado el DAÑO que 

los centra en procura de beneficios que desbordan la legalidad contenida en nuestro 

ordenamiento jurídico. Todas las personas son acreedoras de derechos y, por ello, nos 

obligamos a respetarlas bajo los principios de la Constitución Política que nos señala el 

sendero de la legalidad, pero, las actuaciones y omisiones del BANCO POPULAR S.A. 

representado por las personas que el certificado de existencia y representación precisa, 

no pueden ser consideradas como actos humanos justos, legales, lícitos, honorables o 

respetables, por el contrario, ese obrar es propio de quien es signado, guiado y 

orientado por la bajeza, y de quien no puede ser reconocido como ejemplo de 

colombiano, NI SIGUIERA , COMO PERSONA. Es, lo aquí expuesto, una razón por la 

cuál en cada instante pedimos: “DIOS SALVE A COLOMBIA”.       

     

Ante la situación ya reseñada, si bien se acepta que se giraron dichos PAGARÉS y que 

son ciertas las obligaciones que con estos se crearon con las singularidades ya 

observadas, dada la realidad de la relación contractual: NO se reconoce como cierta 

DEUDA alguna, NI saldo pendiente, NI obligación en MORA. Por el contrario, dichos 

títulos valores se pagaron en exceso, con enriquecimiento de la entidad demandante, 

las obligaciones en ellos contenidas se extinguieron y su cobro mediante la actuación 

judicial que nos ocupa, es una actuación vil contraria al DERECHO constitutiva de 

“burda burla” de la realidad fáctica con aprovechamiento abusivo y doloso de la 

posición dominante, dados los reconocimientos que tienen los BANCOS en un País 

como el nuestro, fruto o consecuencia directa de políticas irresponsables y 

abiertamente ilegales.  



 

A la situación así planteada debe agregarse, fruto de la expresión utilizada en el cuerpo 

de la demanda en traslado, que como este crédito ya fue “castigado”, muy 

seguramente el Banco que nunca pierde y siempre gana, reclamó del Estado y logró 

una vez más el pago. Además, como mínimo de la Empresa aseguradora existente 

para esta clase de créditos, obtuvo el reconocimiento y pago del mismo, con base en la 

ocurrencia del “siniestro” que nunca hizo presencia porque el crédito se PAGÓ tal como 

ya se ha reiterado y ahora se insiste, Circunstancia que maximiza y agrava todo lo 

expresado sobre la Acción en ejercicio.  

 

Pero, como si poco fuera, el “crédito pagado” que nos ocupa fue trasferido o CEDIDO 

por el Banco Popular a la persona jurídica de razón “CONTACTO SOLUTIONS S.A.S.”, 

aspecto este tan determinante como desconcertante porque conduce a marcar la 

verdadera dimensión de la actividad de la entidad demandante en este proceso, 

imponiendo que se descarte su BUENA FE, su actuar en derecho y su actividad con los 

principios propios de quien ejerce como gestor financiero y bancario en un la 

COLOMBIA que es “UN ESTADO SOCIAL DE DERECHO”.                 

 

 

Por lo anterior, NO es legal el cobro que se tramita por vía judicial sustentado en la 

FALSA consideración de un ENRIQUECIMIENTO CAMBIARIO, siendo este el 

fundamento específico y general de las EXCEPCIONES AQUÍ definidas. 

  

 

EXCEPCIONES DE FONDO 

 

 

PRIMERA: CARENCIA ABSOLUTA DE DERECHO. Lo ya expresado nos permite 

advertir que en el accionante no está radicado el Derecho que le sirve de fundamento a 

su Pretensiones, porque: A-) El crédito se pagó en su integridad tal como lo 

demuestran los mencionados documentos (recibos de pago, soporte de pago, 

consignaciones, paz y salvos, sentencias, etc.) y con aceptación de excesos en 

liquidación de conceptos. B-) Dicho crédito se extinguió por PAGO reconocido en 

providencias formalmente dictada por los jueces de conocimiento, confirmadas por los 

superiores jerárquicos y controvertidas en tutelas y en recurso de CASACIÓN. C-) El 

título pagado y/o el Derecho fue CEDIDO irregularmente por el Banco demandante, 

persona jurídica que por eso mismo NO tiene el Derecho incorporado al título valor. D-) 

No concurre el presupuesto para el ejercicio de la Acción de Enriquecimiento Bancario. 

 



SEGUNDA: EXTINCIÓN DE LAS OBLIGACIONES QUE SIRVEN SE AMPARO A LA 

ACCIÓN, POR PAGO TOTAL. Absolutamente todas las obligaciones derivadas del 

Pagaré, de los Pagarés y de la Hipoteca se pagaron tal como se ha advertido, lo 

reconoció el mismo Banco al expedir el PAZ Y SALVO y lo determinó el Poder Judicial 

en ejercicio de sus competencias.    

 

 

TERCERA: INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN ALGUNA A FAVOR DEL ACCIONANTE 

POR CESIÓN QUE HICIERA DE LA MISMA. Tal como se ha advertido en desarrollo 

de la presente contestación, el crédito fue CEDIDO por el Banco Popular a la empresa 

de razón social “CONTACTOS SOLUTIONS S.A.S.”, circunstancia que se adiciona al 

pago que debió hacer la aseguradora del Crédito, descalifica la condición que ejerce la 

entidad demandante.    

 

 

CUARTA: TEMERIDAD Y/O MALA FE EN EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN. La lectura 

de lo expresado en los puntos anteriores de la presente contestación nos enseña que 

el actuar de la parte demandante viola sin pena los postulados consagrados en el 

Capítulo V del Código General del Proceso, bajo el Título “Deberes y responsabilidades 

de las partes y sus apoderados”, artículos 78 y 79, aspecto que deriva en las 

Responsabilidades establecido en los artículos 80 y 81, porque su demanda es 

contraria al proceder con lealtad y buena fe, sus pretensiones son temerarias, oculta la 

realidad en la demanda, no refiere en la demanda a hechos significativos del desarrollo 

de la relación sustancial, se abstiene de aportar al proceso los documentos contentivos 

de toda la historia de la relación sustancial, no realiza la notificación formal al 

demandado, es manifiesta la carencia de fundamento legal, aduce calidades que no 

ostenta, utiliza el proceso con fines contrarios al derecho, omite narrar hechos de 

esencial importancia (Paz y salvo, constancias de Pago, soporte de pago, sentencias 

judiciales, Dación en Pago, venta de inmueble a bajo precio, administración de 

inmueble de propiedad de la Codeudora, etc.) y, en general, deja a un lado la 

sindéresis que debe predicarse de un operador o una entidad financiera y/o bancaria. 

Por lo anterior, solicito al Despacho considerar la dimensión de esa actuación y 

condenar ejemplarmente a la Accionante, a su representante y a su apoderado.   

         

 

QUINTA: MALA FE DEL ACRREDOR – DEMANDANTE EN DESARROLLO DE LA 

RELACIÓN SUSTANCIAL. En verdad, tal como ya se ha observado en la exposición 

anterior, el accionante ha obrado de MALA FE en desarrollo del contrato, incurriendo 

en violación directa del artículo 1603 del Código Civil que establece como regla 

fundamental que, “Los contratos deben ejecutarse de buena fe, y por consiguiente obligan no solo a 

lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la 



obligación, o que por ley pertenecen a ella.”, regla que es desconocida integralmente por la 

Acreedora, porque realizó y realiza un comportamiento que se sale de lo regular, 

realizando cobros excesivos, ejerciendo en forma abusiva su posición dominante, 

apremiando Dación en Pago y obteniéndola sobre un inmueble con base en valor 

inferior al 40% del precio real, ejerciendo administración de inmueble de la garante del 

pago en forma abusiva, negando el ingreso al inmueble en copropiedad con la garante, 

negando levantamiento de la Hipoteca, negando el pago del crédito, omitiendo el 

cumplimiento de decisiones judiciales, dilatando la resolución de la controversia, 

omitiendo el cuidado adecuado y correcto del inmueble que administra, permitiendo el 

ingreso de terceros al inmueble sin realizar actos que eviten la perturbación de la 

posesión, etc., posiciones todas que riñen con las obligaciones propias de los contratos 

bancarios celebrados entre las partes y con el deber ser de una entidad de dicha 

naturaleza.      
 

 

SEXTA: INEXISTENCIA DE LA CAUSA PREDICADA PARA EL EJERCICIO DE LA 

ACCIÓN. Deberá considerarse que no hace presencia ninguno de los elementos para 

el ejercicio de la Acción en trámite porque: A-) Obliga tener en cuenta que la Acción de 

Enriquecimiento Cambiario que aquí se ejerce, fue consagrada por el Legislador en el 

inciso 3 del artículo 882 del Código de Comercio, “si el acreedor deja caducar o 

prescribir el instrumento”, expresión “si” de carácter condicional que impide su 

ejercicio en eventos diferentes a aquellos en que no haya tenido ocurrencia el hecho de 

haber dejado caducar o prescribir el Pagaré, es decir, en este caso, que el Banco 

Popular por descuido, negligencia, desidia, falta de cuidado u otra similar o afín, haya 

dejado pasar el tiempo para ejercer la Acción cambiaria de orden ejecutivo para 

cobrarlo por vía judicial, situación esta que aquí NO SE PRESENTA porque la 

obligación se EXTIGUIÓ en términos del artículos 1625 del Código Civil, 873, ss. y cc. 

del Código de Comercio, por PAGO de la misma en su totalidad, en lo principal 

(Capital) y en lo adjetivo (Intereses), tal como consta en las certificaciones expedidas 

por el Banco acreedor, B-) Porque dicha extinción de obligaciones, como si fuera poco, 

es fruto del reconocimiento del PAGO en decisión judicial adoptada por los Juzgados 

35 Civil Municipal y 11 Civil del Circuito de Bogotá, D.C., es decir, fruto de procesos 

dentro de los cuales se demostró que se PAGÓ y que las obligaciones se extinguieron. 

C-) Porque en los términos anteriores no hubo prescripción sino PAGO, la causa de la 

extinción no fue la prescripción sino el PAGO. D-) La misma norma exige que su 

ejercicio será “contra quien se haya enriquecido sin causa a consecuencia de la 

caducidad o prescripción”, pero en este caso NO hubo enriquecimiento hubo pago total, 

de llegarse a considerar que sí existe el supuesto enriquecimiento éste sí tuvo causa y 

muy lícita: Las decisiones judiciales, y en todo caso, no fue fruto de prescripción alguna 

sino de las PROVIDENCIAS JUDICIALES que reconocieron EL PAGO y/o LA 

EXTINCIÓN y que se encuentran ejecutoriadas y ha, hecho tránsito a Cosa Juzgada.  



 

SÉPTIMA: ILEGALIDAD DE LOS TÍTULOS VALORES. Dentro del marco jurídico 

expresado en el punto anterior deberá observarse la ilegalidad e ilicitud de los títulos 

valores objeto de cobro, como consecuencia del acuerdo entre las partes para tener 

por “CANCELADO” el título valor por $ 100.000.000 y cambiarlo por dos (2): El uno por 

$ 33.000.000 que se declaró pagado en la actuación judicial tramitada en el 

mencionado Juzgado 35 Civil Municipal y en otro, por que debió serlo por $ 66.666.668, 

que quedó igualmente extinguido por Decisión judicial del Juzgado 11 Civil del Circuito 

de Bogotá,. D.C., tal como se ha reiterado en este escrito.  

 

 

OCTAVA: LOS TÍTULOS NO SON EXIGIBLES. En razón de lo ya expresado, la 

exigibilidad del o los pagarés contentivos de las obligaciones que se procuran cobrar, 

no hace presencia como presupuesto de la ejecución que nos ocupa, porque dichas 

obligaciones se extinguieron por decisión judicial. 

 

 

NOVENA: PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN EN EJERCICIO. En el evento de llegarse 

a considerar que en el caso que nos ocupa, las obligaciones se extinguieron por 

Prescripción de la Acción Cambiaria inherente al Título Valor (PAGARÉ) referido en la 

demanda y no por Pago de lasa mismas, obliga advertir de la Acción en ejercicio 

mediante el presente trámite, esto es, la llamada ACCIÓN DE ENRIQUECIMIENTO 

CAMBIARIO: PRESCRIBIÓ en razón de lo establecido en el inciso 3 del artículo 882 

del Código de Comercio, que establece que “Esta acción prescribirá en un año”, 

teniendo en cuenta: A-) Lo expuesto en los literales C y F del Capítulo de “REALIDAD 

DE LOS HECHOS”, al indicarse que: i-) El Proceso Ejecutivo con base en el Pagaré 

por valor de $ 33.000.000, trámite judicial contra mi poderdante y Victoria Cadena de 

Molina, que fue de conocimiento del Juzgado 35 Civil Municipal de Bogotá, D.C. con 

Radicado No. 1100140030 3520130163500 terminó por pago, fruto de cruce de 

cuentas unilaterales del BANCO demandante con los deudores, reconocido mediante 

auto del 5 de marzo de 2015, hecho este que determina su extinción el día cinco (5) de 

marzo de 2015, fecha en la cual empezó a correr el término establecido en la citada 

norma, llevándonos sin más a la conclusión de Prescripción el día cinco (5) de marzo 

de 2016, pues la demanda solo se presentó hasta el 2 de septiembre de 2019. ii-) El 

proceso Declarativo de trámite Verbal de RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA Y 

VICTORIA CADENA DE MOLINA contra el BANCO POPULAR S.A. que fue de 

conocimiento del Juzgado ONCE (11) Civil del Circuito de Bogotá, D.C., que tuvo como 

Radicado el No. 1100131030 1120170024700, cuyo objeto fue el LEVANTAMIENTO 

del Gravamen Hipotecario y consecuencial CANCELACIÓN de la HIPOTECA POR 

PAGO, en cuyo desarrollo se demostró que el Crédito que nos ocupa se extinguió por 



pago, que los demandantes NO tenían deuda pendiente con el Banco Popular y que se 

encontraban a PAZ Y SALVO, tal como se reconoció en la Sentencia proferida el 26 de 

febrero de 2018, confirmada por el Tribunal Superior de Bogotá, D.C. mediante 

Sentencia del 19 de abril de 2018, acto procesal que determina la fecha a partir de la 

cual debe contarse el término de prescripción (19 de abril de 2018) establecido en la 

precitada norma, llevándonos sin más a la conclusión de Prescripción el día 19 de abril 

de 2019, pues la demanda solo se presentó hasta el 2 de septiembre de 2019. B-) No 

obstante, en el evento extremo de considerarse que el término de PRESCRIPCIÓN de 

la Acción Cambiaria por el pagaré se presentó el día en que el deudor pago la cuota de 

$ 55.964.221. esto es, el 31 de agosto de 2015 y que, por ello, ésta prescribió en los 

tres (3) años subsiguientes, la conclusión es lo advertido en la demanda sobre la 

Acción Cambiaria al señalar su extinción por Prescripción el día 31 de agosto de 2018, 

razón por la cual la Prescripción de la Acción de Enriquecimiento en ejercicio se 

presenta el 31 de agosto de 2019, pero como la demanda se presentó el 2 de 

septiembre de 2019, según consta en el “Portal web de la rama judicial” que registra los 

datos y/o movimientos del proceso, igualmente se presenta la prescripción de 

conformidad con la cita norma. C-) Sin embargo, como en la demanda se dice que 

dicha presentación ocurrió el día 30 de agosto de 2019, de todas formas se predica la 

advertida PRESCRIPCIÓN de la Acción de Enriquecimiento Bancario, porque no puede 

considerarse la INTERRUPCIÓN establecida en el artículo 94 del Código General del 

Proceso, toda vez que el auto admisorio NO se notificó “al demandado, dentro del 

término de un (1) año contado a partir del día siguiente de la notificación” al 

demandante, pues: i-) Si se considera que La demanda fue admitida el 17 de 

septiembre de 2019 y se notificó al demandante el 18 de septiembre de 2019, 

venciendo dicho término de un (1) año el 18 de septiembre de 2020, pero como, los 

términos judiciales estuvieron suspendidos desde el 16 de marzo de 2020 hasta el día 

30 de junio de 2020, por disposición del Consejo Superior de la Judicatura producto de 

la pandemia del Covid-19, mediante los acuerdos PCSJA20-11517, PCSJA20-11518, 

PCSJA20-11519, PCSJA20- 11521, PCSJA2011526, PCSJA20-11527, PCSJA20-

11528, PCSJA20-11529, PCSJA20- 11532, PCSJA20-11546, PCSJA20-11549, 

PCSJA20-11556, PCSJA20-11567 y PCSJA20-11597 de 2020, debe tenerse en cuenta 

que, en consecuencia, los términos se suspendieron entre el 16 de marzo y 30 de junio 

de 2020, es decir, 106 días corridos, debemos considerar los siguientes eventos: a-) 

Que si el auto admisorio fue notificado el 18 de septiembre de 2019 y el año para 

notificar vence el 18 de septiembre de 2020, los 106 días adicionales vencieron el 4 de 

enero de 2021, momento de vacancia que impone se corra hasta el día en que esta 

termine, es decir, el 13 de enero de 2021, fecha hasta la cual NO se hizo la notificación 

personal, pues esta tan solo se materializó el 24 de agosto de 2021. b-) Si se considera 

que, el auto admisorio fue objeto de reposición, así lo haya sido por razón diferente a la 

admisión en sí misma, y ésta se resolvió el 4 y el 5 de febrero de 2020 fue notificado 



por estado, quedó ejecutoriado el 10 de febrero de 2020, pues la apelación se concedió 

en el efecto devolutivo, el término se cuenta a partir del 11 de febrero de 2021, los 106 

días se cumplen el 1 de junio de 2021, fecha hasta la cual NO se había hecho la 

notificación personal, pues esta tan solo se cumplió el 24 de agosto de 2021. c-) Si se 

considera que, el recurso de apelación que se declaró desierto por inactividad del 

demandante mediante auto del 3 y se notificó mediante estado del 5 de marzo de 2020, 

su ejecutoria es del 9 de marzo de 2020, el término debe contarse a partir del 11 de 

marzo de 2021 y los 106 días adicionales se cumplen el 25 de junio de 2021, fecha en 

la cual tampoco se había hecho la notificación personal, pues esta solo se cumplió el 

24 de agosto de 2021.        

 

 

DÉCIMA: EJERCICIO ABUSIVO DE LA POSICIÓN DOMINANTE. Es notorio que las 

entidades crediticias en Colombia, ejercen siempre su posición dominante como 

personas que realizan la actividad Bancaria y Financiera, dada la circunstancia de 

escasez de oportunidades en este campo financiero por parte de quienes tenemos esa 

necesidad, exigiendo para ello requisitos y formalidades excesivas, las cuales son 

aceptadas por los deudores como mecanismo único para superar situaciones de crisis 

o de necesidad extrema. En el caso particular, mi poderdante y la Señora Victoria 

Cadena de Molina tuvieron que aceptar en circunstancia económicas difíciles, créditos 

gravosos en intereses, condiciones restrictivas y limitantes, imposición de gravámenes, 

Daciones en Pago con precio inferior al 40% del valor real, liquidaciones abusivas con 

desconocimiento de decisiones judiciales, trámites judiciales apremiantes y sin 

fundamento legal, embargos y secuestros abusivos, Pérdida del Derecho a usar y/o 

siguiera visitar la propiedad que siendo de ellos administra el Banco Popular, descuido 

en la administración del inmueble y actos procesales que solo dilatan el tiempo en que 

puedan finalmente dejar de tener relación alguna con esa entidad, a parte del maltrato, 

la ilegalidad y el obrar antijurídico realizado por parte de los representantes, gestores, 

empleados, servidores, funcionarios, operadores, operarios y celadores del Banco, 

circunstancias todas que identifican un obrar tan inhumano como indignante que se 

enmarca dentro del vergonzoso concepto de ejercicio abusivo de la posición 

demandante, que solo se soporta cuando la situación económica nos aplasta o la 

necesidad nos limita.   

          

 

UNDÉCIMA: AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN ACTIVA. Las razones ya consignadas 

nos enseñan en forma contundente que el Banco Popular no ostenta la condición que 

presupuesta la acción en ejercicio, porque no es ACREEDOR, no dejó prescribir, no 

existe obligación Prescrita, el Crédito se Pagó en su integridad, el o los pagarés que 

sustentan la demanda se extinguieron, el pago y la extinción fueron reconocidos en 



Providencias judiciales ejecutoriadas y la misma entidad lo reconoció en escrito de Paz 

y Salvo expreso y claro.   

    

 

DUODÉCIMA: AUSENCIA DE LEGITIMACIÓN PASIVA. Por las mismas 

señalizaciones anteriores, RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA no tiene la condición 

de DEUDOR, pues sus créditos con el Banco Popular los PAGÓ quedando extinguidos.  

 

 

DÉCIMA TERCERA: COSA JUZGADA. Tal como se ha reiterado en el presente 

escrito, la controversia entre el Banco POPULAR y RAMÓN GERARDO LEÓN 

CADENA, incluyendo a VICTORIA CADENA DE MOLINA como garante o codeudora 

de las obligaciones del primero, fue resuelta en desarrollo de los referidos procesos 

tramitados en los Juzgados 35 Civil Municipal y 11 Civil del Circuito de Bogotá, 

mediante providencias que por encontrarse ejecutoriadas han hecho tránsito a Cosa 

Juzgada, circunstancia que ha creado la situación jurídica y judicial de Firmeza Legal 

que excluye el proceso en trámite.    

 

 

DÉCIMA CUARTA: LAS INHERENTES A LA RELACIÓN CAUSAL. DERIVADAS DEL 

NEGOCIO JURÍDICO QUE DIO ORIGEN A LA CREACIÓN DE LOS TÍTULOS 

(Numeral 12 del artículo 784 del Código de Comercio). Baste decir que como la 

relación contractual que originó la creación de los títulos valores es un CONTRATO 

BANCARIO reglado en el Código de Comercio, deberá entenderse que por la 

circunstancia de que la reclamación judicial la hace la misma persona que se dice 

Acreedora y primera Beneficiaria del Título Valor, sin que éste haya entrado en 

circulación, esto es, la misma entidad con quien se desarrolla el contrato causal, la 

apreciación de las siguientes formulaciones de orden exceptivo es válida: a-) El Título 

Valor por $ 100.000.000 fue CANCELADO por decisión de las partes y carece de 

validez y exigibilidad, dadas las condiciones propias de la relación causal enmarcada 

por Contrato Bancario, Contrato de Cuenta Corriente, Créditos Comerciales, Novación 

de obligaciones, Gravámenes Hipotecarios, Dación en Pago, Administración de bienes, 

perjuicios causados a los supuestos deudores, cuentas pendientes a favor de éstos,  

relaciones procesales y demás actos inherentes a dicha relación. b-) La relación 

contractual Bancaria, derivada de las Cuentas Bancarias y otros actos Comerciales de 

dicho carácter, la verdad es que aún ata a las partes como consecuencia de la 

presencia de las cuentas bancarias mismas, la cuestionable Dación en Pago, el abuso 

del Banco, la Administración de bienes de la supuesta deudora, los daños y perjuicios 

graves que a ésta le han causado, así como a mi poderdante. 

 



En consecuencia deberá apreciarse que lo advertido en las excepciones, los hechos 

expuestos en el presente acto procesal y la contestación a los hechos de la demanda, 

deben ser evaluados teniendo en cuenta la RELACIÓN CAUSAL, pues todos los actos 

realizados entre las partes incluidos los expuestos en la demanda (Pagaré, Pagos, 

supuesta Prescripción de la Acción Cambiaria, expedición de Paz y Salvo) se 

encuentran marcados por dicha relación porque de esta dependen todas las 

obligaciones de las pactadas, MARCO FÁCTICO – JURÍDICO que permite conocer la 

realidad de los créditos, de los contratos, de las obligaciones, de los pagos, de los paz 

y salvos, de la hipoteca, de la Dación en pago, de la Copropiedad y de los perjuicios 

causados a los supuestos DEUDORES, aspectos todos que se unen y entrelazan para 

darnos a conocer la verdadera dimensión del presente proceso y de las excepciones 

formuladas, circunstancias todas que orientan la necesidad, conducencia, utilidad y 

pertinencia de las pruebas que se solicitan en el presente acto.  

      

 

DÉCIMA QUINTA: INEXISTENCIA DE ENRIQUECIMIENTO POR PARTE DEL 

DEMANDADO. Lo advertido nos enseña que mi poderdantes y su señora madre han 

vivido situaciones extremas de orden económico cuyo único propiciador ha sido el 

Banco Popular por su obrar ilegal, sus liquidaciones abusivas y contrarias a las reglas 

que lo rigen, sus liquidaciones y cobros con desconocimiento de providencias judiciales 

y con fraude a estas, apropiación de bienes, administración irresponsable de bienes, 

reporte de mi poderdante ante las entidades de riesgo crediticio, desconocimiento de 

los derechos de los llamados “deudores”, daños graves, perjuicios inmensos, etc. Por 

ello, gracias al Banco los “DEUDORES” se han empobrecido, han sufrido gravísimo 

detrimento patrimonial, han soportado y soportan reporte negativo ante las entidades 

de riesgo sin deberle nada a este Banco, y, la realidad es, que el Banco sí ha obtenido 

provecho, se ha enriquecido y, ahora, comparece a este proceso con posiciones que 

identifican la voluntad de DAÑAR a mi poderdante, con fraude a resolución judicial y 

planteando hechos inexistente para engañar sin pena a la Administración de Justicia.          

 

 

DÉCIMA SEXTA: AUSENCIA DE BUENA FE CONTRACTUAL. Con suficiencia se ha 

indicado en el presente escrito que el accionante no obró y no obra de BUENA FE en la 

relación sustancial existente, ni en la relación procesal que ha creado con la demanda, 

circunstancia que debe ser calificada para todos los efectos de Ley. 

 

 

 

 

 



PRUEBAS 

 

DOCUMENTALES QUE SE APORTAN: 1º.) Lo que ya obra en el expediente. 2º.) 

Pagaré por $ 100.000.00 fechado del 15 de agosto de 2007. 3º.) Poder especial 

conferido por Victoria Cadena de Molina al Banco Popular para realizar la VENTA del 

inmueble “El Jaguito”, aceptando que del precio de venta de descuente a título de 

pago, el crédito de Ramón Gerardo León Cadena, fechado del 15 de agosto de 2007, 

misma fechada de suscripción del pagaré original del crédito. 4º.) Revocatoria del poder 

que se relaciona en el punto anterior, fechada del 31 de agosto de 2015, dirigido a la 

Notaría 23 de Bogotá, D.C. 5º.) Revocatoria del Poder ya relacionado dirigida al Banco 

Popular, fechado del 29 de abril de 2015. 6º.) Pagaré por $ 33.000.000 fechado del 27 

de noviembre de 2011. 7º.) Paz y Salvo expedido por el Banco Popular fechado del 31 

de agosto de 2015. 8º.) Soporte de pago expedido por el Banco Popular por valor de $ 

119.446.176, fechado del 20 de febrero de 2015. 9º.) Paz y Salvo expedido por el 

Banco Popular. 10º.) Cuatro (4) folios que hacen parte integral del expediente 

contentivo del trámite del Ejecutivo Mixto del Banco Popular contra Ramón Gerardo 

León Cadena y Victoria Cadena de Molano, en el Juzgado 35 Civil Municipal de 

Bogotá, D.C. con Rad. No.: 1100140030 3520130163500, incluyendo la liquidación del 

crédito, la aprobación de dicha liquidación, la solicitud de terminación del proceso por 

pago firmada por la apoderada del Banco demandante y la providencia que termina el 

proceso por pago dictada Juzgado por dicho juzgado. 11º.) Folio de Matrícula 

Inmobiliaria del inmueble “El Jaguito” No. 157-3413 de la ORIP de Fusagasugá. 12º.) 

Folio de Matrícula Inmobiliaria del inmueble “La Planada” No. 157.3412 de la ORIP de 

Fusagasugá. 13º.) Escritura de Hipoteca del 29.26% del inmueble “El Jaguito” de 

Victoria Cadena de Molina al Banco Popular No. 3229 del 7 de agosto de 2015. 14º.) 

Minuta el Dación en Pago emitida por las partes. 15º.) Escritura de Compraventa 

(Dación en pago) de los deudores a favor del Banco Popular No. 6151 del 26 de 

diciembre de 2002, de la Notaría 31 de Bogotá, D.C. 16º.) Contrato de Arrendamiento 

con Opción de Compra celebrado por el Banco Popular como arrendador y Victoria 

Cadena de Molina como arrendataria, en relación con el 29.26% del inmueble “El 

Jaguito”. 17º.) Escritura de Venta del Banco Popular a John Jairo Londoño García, del 

inmueble “La Planada” que fuera recibido por el Banco en Dación en Pago. 18º.) 

Escritos varios contentivos de comunicaciones entre las partes los cuales tienen 

importancia por definir la relación que determina la demanda y la presente 

contestación.       

 

 

DOCUMENTALES QUE SE SOLICITA ORDENAR: 1º.) Oficiar al Juzgado 11 Civil del 

Circuito a fin de que expida copia digital auténtica del proceso Declarativo de trámite 

Verbal de RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA Y VICTORIA CADENA DE MOLINA 



contra el BANCO POPULAR S.A. que fue de conocimiento de ese despacho con 

Radicado el No. 1100131030 1120170024700, cuyo objeto fue el LEVANTAMIENTO 

del Gravamen Hipotecario y consecuencial CANCELACIÓN de la HIPOTECA, por 

PAGO total de las Obligaciones garantizadas. 2º.) Oficiar al Juzgado 35 Civil Municipal 

de Bogotá, D.C., a fin de que expida copia auténtica digital del Proceso Ejecutivo 

Singular del BANCO POPULAR S.A. contra RAMÓN GERARDO LEÓN CADENA y 

VICTORIA CADENA DE MOLINA, con Rad. No. 1100140030 3520130163500, dentro 

del cual se cobró el Pagaré No. 040-1322244-2 fechado del 26 de noviembre de 2008 

por valor de $ 33.000.000 y que terminó por PAGO TOTAL DE LA OBLIGACIÓN de 

conformidad con providencia fechada del 5 de marzo de 2015. 3º.) Oficiar al Juzgado 

primero (1º) Civil del Circuito de Fusagasugá, a fin de que expida copia digital del 

Proceso Declarativo DIVISORIO de Victoria Cadena de Molina contra el Banco 

Popular, Radicado con el No. 2529031030 0120170016600. 4º.) Oficiar a Corregidor de 

la Inspección Sur Oriental -  Trinidad – de Fusagasugá, a fin de que expida copia 

auténtica digital del Trámite por Perturbación a la Posesión de Victoria Cadena de 

Molina contra Banco Popular e Indeterminados. 5º.) REQUERIR a la parte 

demandante, BANCO POPULAR S.A., a fin de que coloque a disposición de este 

Despacho la totalidad de documentos, de la “Carpeta” o Archivo de los documentos, o 

Microfilmación o similar, que contienen la Historia completa de la relación sustancial y 

procesal entre dicha entidad y los Señores Ramón Gerardo León Cadena y Victoria 

Cadena de Molina, incluyendo apertura (s) de cuenta (s), los movimientos bancarios, 

consignaciones, retiros, créditos, pagos, Daciones en Pago, Gravámenes (Hipoteca o 

Prenda), intereses, abonos, cargos, sanciones, codeudores, avalistas, contratos, 

poderes, ventas o compraventas, solicitudes, propuestas de pagos, actuaciones 

procesales, acuerdos, conciliaciones, revocatoria de poderes, certificados de tradición y 

registro, solicitudes, respuestas a solicitudes, permisos para ingresar sal predio “El 

Jaguito” ubicado en Fusagasugá, actas de reuniones, propuestas de acuerdo para 

pago, solicitudes de crédito, paz y salvos, certificaciones y/o constancias, Escrituras de 

compra, Escritura de Venta, Escrituras de Hipoteca, Declaraciones de renta, 

recomendaciones y, en fin, la totalidad de comunicaciones escritas entre dichas partes 

y de soportes contables propios de dicha relación sustancial o de dicho negocio 

jurídico.   

            

MANIFESTACIÓN ESPECIAL SOBRE LAS PRUEBAS QUE SE SOLICITA 

ORDENAR: Indico al Despacho que la solicitud de pruebas se realiza teniendo en 

cuenta lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 173 del Código General del Proceso, es 

decir, que las solicitaré “por medio de derecho de petición” y allegaré en oportunidad. 

 

 



EXHIBICIÓN DE DOCUMENTOS: En la eventualidad de que el Despacho no considere 

jurídica o ajustada a derecho, la petición contenida en el literal G de las pruebas 

“DOCUMENTALES QUE SE SOLICITA ORDENAR”, manifiesto que pretendo utilizar 

como prueba documentos que se encuentran en poder de la parte demandante, por ser 

de aquellos que están en su órbita, son de su creación y/o propios de la relación 

Comercial Bancaria, y los que está obligado a conservar o archivar en físico y/o en 

microfilmación o mecanismo virtual afín o similar. Por dicha razón, tratarse la presente 

controversia de una relación entre Banco y deudor con cuenta corriente, SOLICITO 

ordenar que el BANCO DEMANDANTE EXHIBA, en términos de los artículos 265, 266, 

267 y 268, los siguientes documentos que está obligado a hacerlo dada la naturaleza 

de la relación contractual de índole Bancaria y de Crédito: 1º.) a totalidad de 

documentos, de la “Carpeta” o Archivo de los documentos, o Microfilmación o similar, 

que contienen la Historia completa de la relación sustancial y procesal entre dicha 

entidad y los Señores Ramón Gerardo León Cadena y Victoria Cadena de Molina, 

incluyendo apertura (s) de cuenta (s), los movimientos bancarios, consignaciones, 

retiros, créditos, pagos, Daciones en Pago, Gravámenes (Hipoteca o Prenda), 

intereses, abonos, cargos, sanciones, codeudores, avalistas, contratos, poderes, 

ventas o compraventas, solicitudes, propuestas de pagos, actuaciones procesales, 

acuerdos, conciliaciones, revocatoria de poderes, certificados de tradición y registro, 

solicitudes, respuestas a solicitudes, permisos para ingresar sal predio “El Jaguito” 

ubicado en Fusagasugá, actas de reuniones, propuestas de acuerdo para pago, 

solicitudes de crédito, paz y salvos, certificaciones y/o constancias, Escrituras de 

compra, Escritura de Venta, Escrituras de Hipoteca, Declaraciones de renta, 

recomendaciones y, en fin, la totalidad de comunicaciones escritas entre dichas partes 

y de soportes contables propios de dicha relación sustancial o de dicho negocio 

jurídico. 2º.) Los libros de comercio que contengan la relación contractual que nos 

ocupa, su desarrollo y su definición. 3º.) Los libros contables en que se encuentra 

definida la situación planteada en la demanda y ven la presente contestación. 4º.) Los 

actos de Cesión, endoso, traspaso, venta o similar de los créditos que son objeto del 

presente proceso. 5º.) Los actos que definen la relación en términos de seguros para 

garantizar el pago de los créditos que nos ocupan, el pago por parte de la 

correspondiente empresa de seguros y el cruce de comunicaciones entre éstas. 6º.) 

Las condiciones de castigo de las deudas que nos ocupa y los actos que los contienen.    

Para tales efectos, sírvase señalar fecha y hora.  

              

  

PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL PERITAJE APORTADO CON LA DEMANDA. 

Téngase en cuenta que el PERITAJE no reúne los elementos y/o requisitos 

establecidos en nuestro Ordenamiento Jurídico Procesal para que sea apreciado como 

prueba, con la validez, eficacia y oponibilidad de la parte deudora que represento, pues 



su simple lectura del escrito que así se denomina, por cierto diagramado como formato 

y desarrollado en un formato con evidente trazabilidad de letras mecánicas diferentes, 

enseña que solo responde a la orden de un jefe o empleador o patrono que le entrega 

solamente los documentos en fotocopia que le convienen, para que sencillamente 

realice unas operaciones aritméticas de suma, resta y multiplicación, para llegar a 

“cumplir” con lo insinuado o, mejor, determinado por aquel al concluir en un resultado 

que hace aparecer como el valor del “enriquecimiento sin causa del deudor” y 

“correlativo empobrecimiento del Banco”, sin considerar, apreciar, leer, valorar o 

evaluar, las circunstancias anteriores, concomitantes y posteriores o del desarrollo del 

crédito, porque su PATRÓN no se las suministró, quedando como un acto 

desconectado de la relación causal que no transporta conocimiento alguno de la 

realidad fáctica del crédito en examen. Dicho acto carece de seriedad, no está 

soportado en la relación causal, no examina el desarrollo de la misma, no evalúa en su 

integridad la relación o el negocio jurídico celebrado, desconoce la existencia de la 

codeudora o avalista, del gravamen hipotecario existente, de los procesos tramitados, 

los Paz y Salvos emitidos, las razones de estos, las controversias sostenidas, la 

administración de un inmueble de los deudores por parte del Banco, en fin, la realidad y 

el contexto de su objeto material de avalúo. En ese acto solo se cumplió con lo indicado 

en forma descarada por el empleador: Multiplique, reste y sume esto con esto, y diga 

que el enriquecimiento sin causa fue este valor, sin apreciar lo sustantivo: que los 

títulos valores NO prescribieron, sino, que unos jueces decidieron su extinción por 

PAGO TOTAL.  

 

 

Como si poco fuera, la conjugación de las anteriores indicaciones y las observaciones 

expuestas en desarrollo de la presente contestación, al conjugarse con el contenido de 

los simples documentos que dice el perito fueron observados, como el denominado 

“Pantallazo de movimiento del Crédito”, se observa que se totalizan valores diferentes 

al expresado en la liquidación elaborada por el perito contable. El resultado de dicha 

observación no puede ser otro que la identificación de INCONSISTENCIAS, 

IMPRECISIONES, AUSENCIA DE CONTABILIDAD SERIA, DOBLE CONTABILIDAD, 

DUDAS, VACÍOS, DESCONOCIMIENTO y ALTERACIÓN DE LA VERDAD, acto este 

que es la consecuencia directa del obrar de MALA FE, el ocultamiento de la verdad, el 

ejercicio abusivo de la posición dominante, la actuación fraudulenta, el ocultamiento de 

la verdad y demás calificativos propios del recorrido de una persona que alejándose del 

sendero del derecho actúa en forma irregular, tanto en desarrollo de la relación 

sustancial como en la relación procesal, aspecto que debería ser bien distante del 

actuar de una entidad bancaria o financiera como la que aquí obra como accionante 

(BANCO POPULAR de Colombia) y del ostentoso Perito que rinde el dictamen, acto 

este que solo puede ser reconocido por las pruebas que soportan los estudios, 



especializaciones y  prácticas de quien lo suscribe, resultando penoso y denigrante el 

resultado obtenido, pues en evidente su parcialidad. 

 

 

El PERITAJE cumple con las formalidades del artículo 226 solamente en la calificación 

de la persona que lo emite, pero su contenido contradice tal presentación, pues carece 

de análisis ciertos y comprobados, es incompleto porque no muestra la realidad de la 

relación, es parcializado porque solo toca con lo ordenado por el Banco, no es técnico, 

no es científico y no responde a los factores determinantes del crédito y su desarrollo. 

Dicho dictamen no cuenta con estructura sólida, es muy limitada y para nada 

exhaustivo y carece de la calidad, calificación y dimensión que es propia de un 

profesional como quien lo elaboró dada su preparación y formación.  

 

Fruto de los razonamientos anteriores, lejos de la OBJECIÓN que estructuran a dicho 

PERITAJE, me llevan solamente, por estar en la oportunidad procesal, a solicitar se 

decrete en términos del artículo 228 del Código General del Proceso, “la 

comparecencia del perito a la audiencia” correspondiente, a fin de interrogarlo sobre los 

aspectos observados y con las formalidades de Ley.             

 

 

PRONUNCIAMIENTO SOBRE EL JURAMENTO ESTIMATORIO 

 

En relación con la Estimación de Perjuicios que se hace en la demanda, debo expresar 

mi oposición, contradicción e improcedencia con base en las siguientes formulaciones: 

1º.) De entrada, se observa que, dadas las pretensiones de la demanda y la naturaleza 

de la Acción y proceso en trámite, conjugadas con lo indicado en el inciso 1 del artículo 

206 del C. G. del P., con la acción que nos ocupa no se pretende “el reconocimiento 

de una indemnización, compensación o pago de frutos o mejoras”, que 

constituyen el campo restrictivo de dicha estimación bajo juramento, pues lo aquí lo 

procurado no es más que el pago de el supuesto saldo de un crédito representado en 

un título valor Pagaré por $ 100.000.000, con los reajustes de Ley, petición esta que 

por su naturaleza dista mucho no los eventos establecidos taxativamente en la Ley. 2º.) 

La estimación no es razonada como lo exige el Legislador en la misma norma cuando 

establece que “deberá estimarlo razonadamente……. Discriminando cada uno de sus 

conceptos”, requisito que no se cumple porque no está precedida de razonamiento 

alguno y mucho menos discrimina los conceptos de lo integran, con las operaciones 

matemáticas que le sirven se soporte o que le dan estructura. 3º.) Además, tal como se 

consignó en el Capítulo anterior en la parte que se titula “PRONUNCIAMIENTO 

SOBRE EL PERITAJE APORTADO CON LA DEMANDA” cuyo contenido hace parte 

integral de la presente argumentación, relevándome de repetirlo en este punto, dicha 



estimación que concluye con valoraciones de la cuantía, es inexacta porque se realiza 

con base en aspectos distantes de la realidad, contrarios a la realidad, con omisión de 

la Novación que hubo de las obligaciones contenidas en el pagaré, sin ubicación en 

contexto respecto de la relación causal, sin considerar la Dación en Pago, liquidaciones 

judiciales, providencias judiciales, la Copropiedad, la Administración, los Paz y Salvos, 

las certificaciones de pago, las cuentas corrientes, la hipoteca y demás circunstancias 

que están inobjetablemente atadas a la deuda que se procura estimar, por ser la causa 

y razón de ser de la misma en cuanto a su origen, valor, intereses y pago, sin que se 

pueda dejar de indicar sus inconsistencias en los valores cuando se respalda en el 

PERITAJE contable que aporta y la falta de inclusión de pagos realizados por los 

deudores, los cuales se demuestran con los documentos que se anexan a la presente 

contestación y los incluidos como anexo de la demanda. 4º.) Lo expresado en todo el 

cuerpo narrativo de la presente contestación al conjugarse con la Estimación aquí 

analizada, permite ratificar con fuerza y contundencia que la abierta Temeridad y Mala 

fe de la entidad accionante. 5º.) Así, la sumatoria de todos los valores pagados por los 

deudores, mediante documentos que aporta la misma demandante, como los 

advertidos en el presente acto procesal como los soportes de pago y los que sirvieron 

de fundamento a las providencias que decidieron los procesos de conocimiento de los 

juzgados 35 Civil Municipal y 11 Civil del Circuito, permiten concluir en el pago 

indiscutible de los créditos objeto de controversia.  

 

Con base en las razones anteriores, por estar en la oportunidad procesal, 

MANIFIESTO OBJETAR LA ESTIMACIÓN DE PERJUICIOS presentada por la parte 

demandante y solicito darle el trámite que corresponde.   

 

 

ANEXOS 

 

Lo indicado en los numerales 1 a 10 del Capítulo de Pruebas Documentales que se 

aportan y el poder que ya se aportó con solicitud anterior. 

 

 

DERECHO 

 

Artículos 1, 4, 6, 23, 29, 58, 60, 66, 78, 83, 95 y cc. de la C.P.; 3, 4, 5, 16, 17, 18, 21, 

22, 1546, 1568, 1576, 1577, 1602, 1603, 1608, 1609, 1613, 1617, 1618, 1619, 1620, 

1622, 1623, 1624, 1625, 1626 y ss., 1653 y ss., 1672 y ss., 1687 y ss., 1740 y ss., 2469 

y ss., 2432 y ss., 2512 y ss., 2542 y ss. del Código Civil; 1, 4, 10 y ss., 19 y ss., 48 y 

ss., 515 y ss., 619 y ss., 691 y ss., 709 y ss., 780 y ss., 784, 789, 790 y ss., 807 y cc., 

822, ss. y cc., 829, 830, 831 y cc., 871, 881, 882, 884 (Ley 510 de 1999, artículo 11), 



886, 887 y ss., 897, 898, 899 y ss., 1036 y ss., 1072 y ss., 1382, ss. y cc. del Código de 

Comercio; 1, 2, 7, 11, 13, 14, 78, 79, 80, 81, 94, 96, 100, 164, 165, 167, 173, 174, 176, 

191 y ss., 206 y cc., 226 y ss. 243 y ss., 246, 260 y ss., 265 y ss. del Código General 

del Proceso.  

 

 

 

CUMPLIMIENTO DECRETO 806 de 2020 

 

Manifiesto que doy cumplimiento a lo ordenado en los artículos 111 y cc. del C. G. del 

P., 3 y 4 del Decreto 806 de 2020, en el sentido de enviar el presente escrito al 

Despacho, utilizando los canales oficiales establecidos como medio tecnológico de 

comunicación y/o información. Así mismo, el presente escrito se envía a los sujetos 

procesales demandados y su apoderada, en forma simultánea, con copia incorporada a 

dicho mensaje, dirigiéndolo a las Direcciones electrónicas conocidas de la demandante 

y su apoderado, de conformidad a lo que se señaló en la demanda en traslado: 

notificacionesjudiciales@bancopopular.com.co y japachon@calderon-lopez.com.co  

 

NOTIFICACIONES 

 

La parte demandante y su apoderado en los lugares físico y electrónico indicado en la 

demanda en traslado. 

Mi poderdante en la Dirección Física Carrera 5 A No. 32-65 de esta ciudad y Dirección 

Electrónica ramongerardoleoncadena@gmail.com  

El suscrito en la Dirección Física Calle 18 No. 6-56, Oficina 1005, de esta ciudad y 

Dirección Electrónica alexanderduqueacevedo@gmail.com  

 

RESPETUOSAMENTE,  

 
ALEXANDER DUQUE ACEVEDO 

C. C. No. 79.562.506 exp. en Bogotá 

T. P. No.  142.245 exp. por el C. S. de la J. 

mailto:notificacionesjudiciales@bancopopular.com.co
mailto:japachon@calderon-lopez.com.co
mailto:ramongerardoleoncadena@gmail.com
mailto:alexanderduqueacevedo@gmail.com























































































































































































































